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CORTE SUPREMA  
DE JUSTICIA  
DE LA REPÚBLICA 

 SALA PENAL PERMANENTE 
 APELACIÓN N.° 12-2026 
 APURÍMAC  

Recurso de apelación infundado. Cese 
de prisión preventiva 

1. La nueva evaluación que habilita el 
cese de la prisión preventiva debe 
sustentarse en elementos de convicción 
legítimamente aportados, con 
capacidad real de modificar la 
situación jurídica preexistente. Tales 
elementos deben incidir directamente 
en el desvanecimiento de los 
presupuestos de la medida coercitiva, 
esto es, en el fumus commissi delicti, la 
prognosis de pena y el peligro procesal. 
En consecuencia, no cualquier 
elemento puede ser considerado 
“nuevo”, sino únicamente aquel que, 
además de ser posterior, cumpla con 
estándares mínimos de validez y 
eficacia procesal. 2. En el presente 
caso, los elementos aportados por la 
defensa técnica del recurrente no 
cumplen con los estándares de 
legitimidad, idoneidad y suficiencia 
exigidos por la ley y la jurisprudencia, 
por lo que no tienen aptitud para 
enervar los fundamentos de la medida 
coercitiva. En tal sentido, la apelación 
deviene en infundada y, por ende, se 
confirma el auto impugnado.  

 AUTO DE APELACIÓN SUPREMO 

Sala Penal Permanente 

Apelación n.° 12-2026/Apurímac  

Lima, veinticinco de marzo de dos mil veintiséis 

VISTOS: en audiencia pública, 

mediante el sistema de videoconferencia, el recurso de apelación 

interpuesto por la defensa técnica de Jorge Camargo Duran contra el 

auto de primera instancia contenido en la Resolución n.° 4, del 19 de 

noviembre de 2025 (foja 114), emitida por el Juzgado Superior de 

Investigación Preparatoria de Abancay de la Corte Superior de 
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Justicia de Apurímac, que declaró infundada la solicitud de cese de 

prisión preventiva que promovió en el proceso penal que se le sigue 

por el delito de cohecho pasivo específico, en perjuicio del Estado; 

con lo demás que contiene. 

Intervino como ponente el señor juez supremo CAMPOS BARRANZUELA. 

FUNDAMENTOS DE HECHO 

I. Del procedimiento en primera 

Primero. El recurrente Jorge Camargo Durán, a través del escrito del 

11 de noviembre de 2025 (foja 5), solicitó el cese de la medida 

coercitiva de prisión preventiva y, al amparo de lo previsto en el 

artículo 139, numeral 3, de la Constitución Política del Perú y el artículo 

283, numeral 4, del Código Procesal Penal (en adelante, CPP), arguyó 

que variaron las circunstancias que se evaluaron cuando se dictó el 

referido mandato en su contra, solicitando alternativamente la 

medida de comparecencia restrictiva. Para lo cual argumentó lo 

siguiente:  

1.1. En relación con los nuevos elementos de convicción que 

demostrarían que no concurren ni subsisten los motivos que 

determinaron su imposición, presentó diversos informes periciales 

de parte, y se amparó en la Apelación n.° 225-2023/Apurímac, 

así como la Resolución n.° 52-2023-ANC-MP-ODC-APURÍMAC, 

que dispuso el archivo definitivo del procedimiento disciplinario y 

el acta de deslacrado del 23 de septiembre de 2024, que 

constata la fractura e irrecuperabilidad del CD-RW matriz. 

1.2.  Respecto al peligro procesal (de fuga y obstaculización), que 

este ha desaparecido, pues mantiene incólumes los arraigos 

domiciliario, familiar y laboral. Sostuvo haber demostrado una 
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conducta procesal colaborativa, asistiendo a todas las 

audiencias y ejerciendo su autodefensa material y resaltó que, al 

haber concluido la investigación preparatoria, no existen actos 

de investigación pendientes por ejecutar que puedan verse 

afectados por su libertad, descartándose plenamente el peligro 

de obstaculización. 

Segundo. Previa audiencia respectiva, el Juzgado Superior de 

Investigación Preparatoria de Abancay de la Corte Superior de 

Justicia de Apurímac emitió el auto de primera instancia contenido 

en la Resolución n.° 4, del 19 de noviembre de 2025 (foja 114), que 

declaró infundada la solicitud de cese de prisión preventiva que 

promovió el recurrente en el proceso penal que se le sigue por el 

delito de cohecho pasivo específico, en perjuicio del Estado. En la 

resolución se fundamentó lo siguiente: 

2.1.  En lo que respecta a los elementos de convicción (fumus delicti), 

concluyó que los nuevos elementos aportados por la defensa 

(pericias de parte y geolocalización) no tienen la entidad legal ni 

la fuerza probatoria suficiente para desvirtuar la pericia oficial y 

los testimonios corroborados. Los informes periciales de parte no 

fueron incorporados conforme a la ley, pues no se designó perito 

de parte dentro del plazo legal previsto y fueron presentados 

extemporáneamente, por lo que carecen de legitimidad y 

eficacia procesal. Sobre el informe de geolocalización, que la 

diferencia espacial y temporal no excluye razonablemente que 

la reunión haya podido ocurrir. Finalmente, sobre la cadena de 

custodia, precisó que la ruptura del CD ocurrió después de 

realizada la pericia oficial, por lo que no afecta su validez. 

2.2. Respecto al peligro procesal (de fuga y obstaculización), 

determinó que, a pesar del debilitamiento parcial del fumus, la 
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gravedad del delito de cohecho pasivo específico y la alta 

prognosis de pena probable se mantienen vigentes, siendo este 

factor, por sí solo, un incentivo para la fuga. Además, consideró 

que la conducta procesal del imputado mantiene un patrón 

dilatorio y obstruccionista, evidenciando una voluntad procesal 

de obstaculización que subsiste independientemente del estadio 

procesal en el que se encuentre la causa. 

Tercero. Posteriormente, ante la decisión de primer grado, el 

recurrente interpuso recurso de apelación (foja 131), pretendiendo la 

revocatoria o nulidad del auto recurrido, y dedujo los siguientes 

agravios:  

3.1. Error de derecho por la incorrecta interpretación del concepto 

de "nuevos elementos de convicción", puesto que el a quo erró 

al exigir requisitos formales y preclusivos propios de la 

investigación preparatoria para descalificar arbitrariamente los 

informes técnicos y periciales de parte, desconociendo la 

naturaleza del cese de prisión preventiva como mecanismo de 

control judicial continuo. 

3.2. Error de hecho en la valoración del informe técnico de 

geolocalización, así como de las comunicaciones telefónicas, 

pues el a quo formuló hipótesis especulativas ignorando que el 

informe técnico demuestra objetivamente que los equipos 

telefónicos se encontraban en provincias distintas, lo que 

descarta de forma absoluta la posibilidad material de un 

encuentro físico. 

3.3.  Error de hecho y jurídico en la valoración indebida de la 

supuesta negativa a la homologación de voz como indicio de 

obstaculización. Sostiene que nunca existió tal negativa, sino que 
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la pericia oficial fue declarada nula por falta de notificación, y 

que el a quo confunde el ejercicio legítimo del derecho a la no 

autoincriminación con una conducta obstructiva, 

contraviniendo lo establecido en la Apelación n.° 225-

2023/Apurímac. 

3.4.  Vicios de motivación (insuficiente e incongruente). Cuestiona 

que el a quo desestimó los arraigos presentados con una simple 

negación genérica sin explicar su insuficiencia. No justificó de 

manera concreta cómo persistiría el peligro de obstaculización 

probatoria tras la culminación de la investigación; e incurrió en 

contradicción lógica al reconocer expresamente un 

"debilitamiento parcial del fumus comissi delicti" en un 

fundamento, para luego concluir que los nuevos elementos 

carecen totalmente de entidad y fuerza probatoria. 

Cuarto. Por Resolución n.° 5, del 16 de diciembre de 2025 (foja 171), el 

Juzgado Superior de Investigación Preparatoria de Abancay de la 

Corte Superior de Justicia de Apurímac concedió el recurso de 

apelación y elevó los actuados a esta Sala Penal Suprema.  

II. Procedimiento en la instancia suprema 

Quinto. Recibido el cuaderno de apelación, se expidió el decreto del 

20 de febrero de 2026 (foja 173), que señaló fecha de vista para el 25 

de marzo de 2026. Las partes fueron instruidas sobre ello, según el 

cargo de notificación (véase cargo de entrega de cédulas de 

notificación a foja 174). 

Sexto. Llevada a cabo la audiencia de apelación, se celebró de 

inmediato la deliberación en sesión privada. Efectuada la votación, 
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corresponde dictar, por unanimidad, el presente auto de vista, según 

el plazo previsto en el numeral 2 del artículo 278 del CPP. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

Séptimo. El análisis de la censura en apelación estriba en determinar si 

con posterioridad al auto de prisión preventiva se han obtenido y 

actuado nuevos elementos de convicción con entidad suficiente 

para evidenciar que los presupuestos que justificaron su imposición 

han desaparecido o disminuido sensiblemente, de modo que resulte 

necesaria su sustitución por una medida menos gravosa. 

Octavo. El artículo 283, numeral 3, del CPP establece que la cesación 

de la prisión preventiva procede cuando nuevos elementos de 

convicción demuestren que no concurren los motivos que 

determinaron su imposición. Este precepto recoge la regla rebus sic 

stantibus, conforme a la cual la permanencia o modificación de la 

medida está condicionada a la estabilidad o variación de los 

presupuestos que la sustentaron. En esa línea, la variación de una 

medida de coerción personal exige que los fundamentos fácticos 

que le dieron origen hayan desaparecido o, al menos, se hayan 

debilitado de manera sustancial, lo que debe ser acreditado 

mediante elementos de convicción idóneos y suficientes. 

∞ En nuestra jurisprudencia suprema1 se ha establecido que la nueva 

evaluación que habilita el cese de la prisión preventiva debe 

sustentarse en elementos de convicción legítimamente aportados, 

con capacidad real de modificar la situación jurídica preexistente. 

Tales elementos deben incidir directamente en el desvanecimiento 

 

1 SALA PENAL PERMANENTE DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA. Sentencias de 
Casación n.° 1021-2016/San Martín del 14 de febrero de 2018, fundamentos 4.6 y 4.7; 
y n.° 391-2011/Piura del 18 de junio de 2013, fundamento 2.9. 
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de los presupuestos de la medida coercitiva (en el fumus commissi 

delicti, la prognosis de pena y el peligro procesal). En consecuencia, 

no cualquier elemento puede ser considerado “nuevo”, sino 

únicamente aquel que, además de ser posterior, cumpla con 

estándares mínimos de validez y eficacia procesal. 

Noveno. Así pues, en el auto de apelación supremo de prisión 

preventiva del 27 de octubre de 2023 (Apelación n.° 233-

2023/Apurímac), dictado por este Supremo Tribunal se estableció la 

concurrencia de graves y fundados elementos de convicción contra 

el recurrente Jorge Camargo Durán, sustentados, entre otros, en las 

declaraciones incriminatorias de los familiares de Virgilio Condori 

Machaca, los audios que registran conversaciones vinculadas a la 

solicitud de dinero y la Pericia Fonética-Acústica Forense n.° 238-2022, 

que concluyó en una alta probabilidad de correspondencia vocal. 

Además, se verificó la existencia de peligros de fuga y de 

obstaculización, atendiendo a la gravedad del delito imputado, la 

prognosis de pena y la posición funcional del recurrente. 

Décimo. En el presente incidente, la defensa técnica del recurrente 

Camargo Durán sustenta su pretensión de cese de prisión preventiva 

en diversos informes periciales de parte (de carácter digital, acústico 

y de geolocalización), los cuales, sin embargo, no han sido 

incorporados conforme a las exigencias del artículo 177 CPP. En 

efecto, no se advierte que se haya designado perito de parte dentro 

del plazo legal ni que dichas pericias hayan sido actuadas con 

observancia del principio de contradicción y control procesal. En tal 

sentido, dichos informes constituyen actuaciones unilaterales que 

carecen de la necesaria garantía de fiabilidad, por lo que no pueden 
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ser considerados como elementos idóneos para desvirtuar la pericia 

oficial previamente valorada. 

∞ En este contexto, no resulta atendible el agravio referido a la 

supuesta incorrecta interpretación del concepto de “nuevos 

elementos de convicción”, pues la exigencia de novedad no puede 

desvincularse de la necesidad de que tales elementos sean legítimos 

y procesalmente válidos, conforme lo ha establecido la jurisprudencia 

suprema citada. Admitir lo contrario implicaría reconocer eficacia a 

elementos carentes de control, lo que resulta incompatible con las 

garantías del proceso penal. 

Undécimo. Respecto al agravio vinculado a la valoración del informe 

técnico de geolocalización, se advierte que el órgano jurisdiccional 

ha efectuado una apreciación razonable al considerar que la 

ubicación de los dispositivos telefónicos no excluye de manera 

concluyente la posibilidad de los encuentros imputados, más aún si 

existen comunicaciones telefónicas verificadas que refuerzan la tesis 

fiscal. En tal sentido, dicho elemento no tiene la fuerza suficiente para 

desvirtuar el cuadro indiciario previamente establecido. 

∞ De igual modo, en cuanto a la negativa del recurrente a someterse 

a la homologación de voz, si bien constituye una manifestación del 

derecho a no autoincriminarse, ello no impide su valoración en el 

marco de un análisis conjunto de la conducta procesal del imputado, 

especialmente cuando ha sido previamente calificada como 

dilatoria por el órgano jurisdiccional, al no ejecutarse el mandato de 

prisión preventiva, dado que el recurrente se ha puesto a buen 

recaudo y no ha asistido a las citaciones fiscales para la realización 

de las respectivas pericias como la homologación de voz. Por tanto, 

no se advierte error en la apreciación efectuada por el a quo. 
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∞ Los cuestionamientos relativos a la cadena de custodia de los 

audios y a la credibilidad de los testigos de cargo no tienen la 

entidad suficiente para desvirtuar los fundamentos de la medida 

coercitiva, en tanto no se ha acreditado la ilicitud de los medios de 

investigación ni la invalidez de la pericia oficial. Asimismo, tales 

alegaciones se vinculan con aspectos propios del debate probatorio 

que deberán ser dilucidados en el juicio oral, puesto que este no es el 

estadio procesal idóneo para su resolución. 

Duodécimo. En cuanto al agravio referido a la supuesta motivación 

insuficiente, se advierte que el auto impugnado contiene una 

fundamentación suficiente y coherente, en tanto ha evaluado los 

presupuestos del artículo 268 del CPP, concluyendo razonadamente 

que se mantienen vigentes el fumus commissi delicti y los peligros 

procesales de fuga y obstaculización. En particular, la gravedad del 

delito imputado, la elevada prognosis de pena y la conducta 

procesal del encausado constituyen factores objetivos que, valorados 

en conjunto, justifican la subsistencia de la medida. 

 Decimotercero. En consecuencia, este Supremo Tribunal concluye 

que no se ha producido una variación sustancial de los presupuestos 

que motivaron la imposición de la prisión preventiva, por lo que 

resulta de aplicación la regla rebus sic stantibus en su sentido 

conservador, esto es, en tanto no se ha acreditado la modificación 

del estado de cosas existente, la medida debe mantenerse incólume. 

Los elementos aportados por la defensa técnica del recurrente no 

cumplen con los estándares de legitimidad, idoneidad y suficiencia 

exigidos por la ley y la jurisprudencia, por lo que no tienen aptitud 

para enervar los fundamentos de la medida coercitiva.  
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Decimocuarto. Desde esa perspectiva, el recurso de apelación 

interpuesto por la defensa técnica de Jorge Camargo Duran debe ser 

desestimado, pues su apreciación es errónea y no afecta la validez 

del pronunciamiento emitido por el a quo. No se advierten errores in 

procedendo o in iudicando que conlleven irremediable nulidad. La 

resolución materia de impugnación no adolece de defectos de 

motivación. Por ello, corresponde ser confirmada.  

Decimoquinto. Dado que la decisión impugnada no puso fin al 

proceso penal y no se trata de un incidente de ejecución, no atañe 

imponer costas, conforme a lo previsto en el artículo 497, numeral 1, 

del CPP. 

DECISIÓN 

Por estos fundamentos, los señores jueces supremos que integran la 

Sala Penal Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la 

República: 

I. DECLARARON INFUNDADO el recurso de apelación interpuesto 

por la defensa técnica de Jorge Camargo Duran y, en 

consecuencia, CONFIRMARON el auto de primera instancia 

contenido en la Resolución n.° 4, del 19 de noviembre de 2025 

(foja 114), emitida por el Juzgado Superior de Investigación 

Preparatoria de Abancay de la Corte Superior de Justicia de 

Apurímac, que declaró infundada la solicitud de cese de prisión 

preventiva que promovió en el proceso penal que se le sigue por 

el delito de cohecho pasivo específico, en perjuicio del Estado; 

con lo demás que contiene. 

II. DISPUSIERON que no corresponde imponer el pago de costas al 

recurrente. 
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III. ORDENARON que se transcriba la presente resolución al Juzgado 

Superior de Investigación Preparatoria y se notifique a las partes 

procesales conforme a ley, asimismo, se publique en la página 

web del Poder Judicial. Hágase saber y devuélvanse los 

actuados.  

Intervinieron los señores jueces supremos Campos Barranzuela y 

Báscones Gómez Velásquez por licencia del señor juez supremo Luján 

Túpez y reunión de Pleno de Consejo Ejecutivo del señor juez supremo 

Prado Saldarriaga, respectivamente.  

SS. 

ALTABÁS KAJATT 

PEÑA FARFÁN 

CAMPOS BARRANZUELA 

BÁSCONES GÓMEZ VELÁSQUEZ 

MAITA DORREGARAY 

ECB/slb     
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